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El presente informe jurídico analiza el procedimiento administrativo sancionador 

que se desarrolla en torno al tema de idoneidad de servicios. Procedimiento que 

se inicia con la denuncia de parte del alumno de postgrado de la Universidad 

Nacional Federico Villarreal, Alexis Allasi Malmaceda, contra esta universidad, 

ante el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección al 

Consumidor. La denuncia tiene su origen en el incremento de tarifas que la 

universidad venía cobrando por sus servicios no exclusivos. En la denuncia 

interpuesta se señala la existencia de falta de idoneidad de servicios, falta de 

información brindada y falta de atención a sus reclamos, por parte de la 

universidad. La idoneidad de servicios se sustenta señalando que ha sido tal el 

incremento que no se podría haber previsto un aumento tan significativo en el 

momento de inscribirse para el curso de especialización que él llevaba, en 

perjuicio de la continuidad en el curso de especialización tanto de él como de 

sus compañeros, además señala que no existieron mejoras en el servicio 

prestado por la universidad que justifiquen un aumento. En cuanto al tema de 

falta de información, señala que no se les comunicó del aumento de las tarifas 

de los servicios no exclusivos. Finalmente, la falta de atención a sus reclamos, 

se sustentó en la inexistencia de respuesta de la universidad a los dos 

memoriales que le presentaron los estudiantes.  

Ya que no se arribó a una conciliación, la Comisión de Protección al Consumidor 

N°2-Sede Central, resolvió declarar infundada la denuncia por presunta 

infracción a la idoneidad de servicios, en tanto la universidad no realizó un 

incremento de manera indebida, ni encontró que haya incumplido con algún 

acuerdo de mejora de la calidad de sus servicios. Del mismo modo, declaró 

infundada la denuncia respecto a la falta de información, pues, se verificó que sí 

existieron los medios para comunicarle las tarifas a los alumnos. En cuanto a la 

falta de atención de los reclamos, declaró fundada la denuncia, ya que no existió 

una atención a los memoriales enviados, por lo cual, la sancionó con 2UIT. 

Finalmente, condenó a la universidad al pago de costas y costos del 

procedimiento. 

Luego de la apelación de ambas partes, la Sala especializada en Protección al 

Consumidor resolvió del siguiente modo: (i) Revocó la Resolución de la Comisión 

respecto al incremento de tarifas y la reformó declarándola improcedente, pues, 

una autoridad administrativa no es competente para pronunciarse acerca de los 

costos de los servicios impuestos por la universidad. (ii) Confirmó la Resolución 

de la Comisión, en el extremo que declaró infundada la denuncia por infracción 

a la idoneidad de servicios. (iii) Revocó la Resolución de la Comisión, sobre la 

sanción de 2UIT, por no atender los reclamos de los estudiantes, y la reformó, 

sancionando con una multa total de 1UIT a la universidad. (iv) Confirmó la 

Resolución, en el extremo que condenó a la Universidad Nacional Federico 

Villarreal al pago de costas y costos del procedimiento. 
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Informe jurídico 

 

I. Relación de hechos principales expuestos por las partes intervinientes en el 

proceso o procedimiento 

 

Del interesado: 

1. Alexis Allasi Malmaceda, es estudiante en la Universidad Nacional 

Federico Villarreal y cursa el II Ciclo de la Segunda Especialidad 

Profesional en Educación. Pero al inscribirse a un nuevo ciclo se ve ante 

el nuevo tarifario que deberá pagar él y sus demás compañeros, malestar 

que se generaliza en los otros estudiantes, por lo que deciden organizarse 

y designarlo como representante de ellos para las diligencias ante la 

universidad y las autoridades competentes.  

 

2. De la Resolución Rectoral 4224-2013-CU-UNFV del 25 de septiembre de 

2013, que anexa el señor Allasi, se desprende que: 

2.1. En 1999, por Resolución N° 1999-99-UNFV, la universidad tenía 

tarifas que desde su vigencia no variaron y que era necesario se 

condigan con las variaciones que sufre la Unidad Impositiva Tributaria. 

2.2. En el 2003 se aprobó el Registro de Tasas Académicas y Tarifas 

de Bienes y Servicios, por Resolución Rectoral N° 4871-2003 

2.3. En tal sentido, en el 2005, se aprobó la Codificación de Tasas y 

Tarifas de la Universidad Nacional Federico Villarreal, para la 

recaudación en Bancos, dada por Resolución Rectoral N° 1537-2005-

UNFV. 

2.4. Con Resolución Rectoral N° 3484-2013-CU-UNFV del año 2013, 

que modificó la Resolución N° 744-2012-CU-UNFV del 2012, se 

dispuso la conformación de Una Comisión encargada de la elaboración 

del Texto Único de Procedimientos Administrativos – TUPA, con el 

propósito de presentar su Actualización de las Tarifas de Bienes y 

Servicios de la universidad. 

 



2.5. Se dispuso: 

2.5.1. Aprobar el registro de tarifas de los servicios no exclusivos de la 

Universidad Nacional Federico Villarreal. 

2.5.2. La publicación el mencionado registro en el Diario Oficial El 

Peruano, y su difusión en la web de la universidad, designando 

para ello a la Oficina Central de Comunicaciones e Imagen 

Institucional. 

2.5.3. Que todas las dependencias de la universidad dicten las 

medidas necesarias para tutelar el cumplimiento de la 

resolución. 

 

3. Para el 26 de septiembre de 2014 los precios incluidos en el mencionado 

Registro de Tarifas se verían modificados, de forma tal que, los servicios 

no esenciales que proveyera la universidad a partir de ese día estarían 

sujetos a las nuevas tarifas fijadas y en cuanto a los servicios que ya hayan 

sido iniciados se le aplicaría a partir del 01 de enero de 2014. 

 

4. El colectivo de alumnos de la especialidad de Educación se organiza con 

el propósito de manifestar su rechazo y desacuerdo por las nuevas tarifas, 

y realizar su solicitud de dejarlas sin efecto y se suspenda su aplicación. 

Es así que, después de casi un mes de haber sido aprobado el tarifario, el 

20 de octubre del mismo año, presenta un memorial ante la universidad, 

en el que da cuenta de las disimilitudes, de hasta 2400% que existen entre 

las tarifas anteriores y las nuevas. Además, señalan algunos problemas 

con la nueva fijación de tarifas de índole reglamentario, ya que incluye 

tarifas imposibles de aplicar porque no se encuentran en el Reglamento de 

la universidad y con ese propósito se pide que se regule respecto a las 

modalidades a las que hace mención las nuevas tarifas. Tal es el caso de 

nuevas modalidades en cobros de forma semestral cuando el curso de 

Segunda Especialización se realiza en módulos de cuatro meses y el otro 

tema que ponen de manifiesto es el del cobro de un curso de actualización 

que dentro de la mencionada especialidad no se realiza. 

 



5. Cinco días después, fue la Oficina Central de Comunicaciones e Imagen 

Institucional de la UNFV, la encargada de comunicar la reunión que se 

sostuvo entre representantes de las autoridades de la UNFV y una 

comisión de alumnos, para que los últimos hagan la exposición de la 

problemática socio económica que acarrearía la puesta en vigor de aquel 

tarifario. La reunión tuvo un resultado favorable para los alumnos, pues, 

consiguieron que las tarifas mantenidas desde el 2003 sigan vigentes y se 

suspenda la aplicación de la resolución en controversia. También se indica 

que será cada Consejo de Facultad quien señale cuáles serán las nuevas 

tarifas que pasarán por aprobación del Consejo Universitario, mas no se 

definió la situación final de la resolución rectoral en controversia. 

 

6. Sin embargo, con la expectativa de que hubiera una decisión final sobre el 

tema, los alumnos de la Especialidad de Educación, que eran participantes 

del Programa de Segunda Especialidad Profesional en Educación, 

presentan un segundo memorial, el 01 de diciembre de 2013, para solicitar 

una respuesta y/o pronunciamiento formal en atención de la solicitud que 

acompañaba al primer memorial. 

 
7. Jamás se tomó en cuenta la propuesta de tarifas que realizó el Director de 

Postgrado al Jefe de la Dirección General de Administración, la que tenía 

tarifas intermedias entre los montos primigenios y los que, finalmente, se 

aprobaron. 

 
 

8. El 27 de diciembre del mismo año, a través de una nueva resolución, la 

2132-2013-DIGA-UNFV, se aprueban las tarifas de los servicios no 

exclusivos que brinda la facultad de educación. 

 

9. Llegado el 2014, el jefe de la Dirección General de Administración, Juan 

Oswaldo Alfaro Bernedo, remite un proveído en donde interroga al Decano 

de la Facultad de Educación, Dr. Manuel Jesús Asmat Asmat, sobre la 

aplicación que decidieron aprobar, pero no obtuvo respuesta. 

 



10. Por ello, Alexis Allasi interpone denuncia sobre métodos comerciales 

coercitivos y falta de idoneidad en el servicio, contra la Universidad 

Nacional Federico Villarreal (UNFV), ante la Comisión de Protección al 

Consumidor del INDECOPI, el 01 de abril de 2014. 

 
 

11. Define que su denuncia es por el aumento de tasas de Posgrado Segunda 

Especialidad. 

 
12. Cuando se realizó la audiencia de conciliación, el representante de la 

universidad indicó que el aumento de tarifas se corresponde con la mejora 

de la oferta educativa. Además, existen correos de la Dra. Gloris Calle, 

docente de la Segunda Especialidad, con el propósito de informar que 

tendrán que exponer con papelógrafos, ya que el señor que presta el 

equipo multimedia no podrá prestarlo para la clase. Así también, 

comunicados que dan cuenta de la suspensión de clases en diferentes 

oportunidades, ya sea por la poca cantidad de alumnos matriculados o por 

la falta de habilitación de las aulas. 

 

Del denunciado: 

1. La Universidad Nacional Federico Villarreal ingresa su contestación a la 

denuncia el 13 de junio de 2014. 

 

2. Señala que, efectivamente, con Resolución Rectoral 4224-2013-CU-

UNFV de fecha 25 de septiembre de 2013 se aprobó el registro de Tarifas 

de los servicios no exclusivos de la UNFV. El que se aplicaría a los 

procesos que inicien al día siguiente de su publicación en el diario El 

Peruano y para los que llevaban en trámite, a partir del 01 de enero de 

2014. 

 
 

3. Da cuenta de la publicación en el Diario Oficial El Peruano el 15 de octubre 

de 2013 y en el portal electrónico de la universidad, de la mencionada 



resolución citada en el párrafo precedente y su anexo, mediante 

autorización dada por resolución rectoral 4283-2013-UNFV. 

4. Se les hizo llegar dos memoriales firmados por los estudiantes del 

Programa de Segunda Especialidad (Sexta Promoción) de la Sección de 

Post Grado de la Facultad de Educación de la UNFV, de fechas: 20 de 

octubre y 01 de diciembre de 2013. 

 

5. La Oficina Central de Comunicaciones e Imagen Institucional emitió un 

comunicado el 25 de octubre de 2013, con el propósito de suspender la 

aplicación de la Resolución Rectoral N° 4224-2013-CU-UNFV. 

Esa suspensión fue una de las acciones que tomó la UNFV, incluso antes 

de que llegara el segundo memorial. Brindando así, respuesta a los 

memoriales antes mencionados. 

 

6. Se autorizó formar una Comisión con el propósito de revisar las tarifas de 

los servicios no exclusivos y se ordena la suspensión de la aplicación de 

la resolución rectoral 4224-2013-UNFV, a través de resolución rectoral 

4496-2013-UNFV, del 13 de noviembre de 2013. 

La referida Comisión se establece el 29 de noviembre de 2013, con la 

resolución rectoral 2073-2013-UNFV. Considerando ello como otra de las 

acciones que tomó la universidad en respuesta a la solicitud de los 

alumnos. 

 

7. Antes del segundo memorial, la UNFV gestionó la solicitud de información 

analítica ante las Facultades, respecto de los cursos de actualización, 

segunda especialidad, diplomados, residentado médico y taller de tesis, 

que sustente sus tarifas propuestas. 

 

8. La Jefatura de la Oficina de Grados y Títulos elaboró la nueva tarifa por el 

Curso de Actualización para la Obtención del Título, en presencia de 

autoridades de la Facultad y de los estudiantes. 

 
 



9. De otro lado, la Dirección de la Sección de Post Grado de la Facultad de 

Educación realizó la nueva propuesta de tarifas para la Segunda 

Especialidad y Diplomados. 

 

10. Casi un mes después, el 27 de diciembre de 2013, con resolución 

directoral N° 2132-2013-DIGA-UNFV, se decide restituir la vigencia de la 

resolución rectoral 4224-2013-CU-UNFV. 

  

11. Y el mismo 27 de diciembre de 2013, se aprueba el registro de Tarifas de 

servicios no exclusivos proporcionado por la Facultad de Educación, 

referido a los cursos de actualización, segunda especialidad, diplomados, 

el que se dispone que se aplicará a partir del 01 de enero de 2014. 

 

12. Se evidenció la reducción de los montos económicos, en comparación con 

los montos fijados la primera vez, a través de la resolución Directoral N° 

2132-2013-DIGA-UNFV que aprobó el Registro de Tarifas de Servicios no 

Exclusivos en los Cursos de Actualización, Programa de Segunda 

Especialidad, Diplomados, Residentado Médico y Taller de Tesis. 

 
 

13. Los estudiantes tienen conocimiento de la resolución señalada en el 

párrafo anterior; por lo tanto, la UNFV, cumplió con dar respuesta al 

memorial que se presentó. 

De tal modo que es falso que, a la fecha de presentación de la denuncia 

ante el INDECOPI, no se haya dado respuesta a sus comunicaciones. 

 

14. Se matricularon 213 alumnos en el Ciclo III en el Programa de Segunda 

Especialidad en Educación, encontrándose en vigencia la resolución 

rectoral en controversia, de los 398 que se matricularon en el Ciclo II del 

referido Programa. Lo que representa el 53% del total y la aprobación de 

gran parte de los alumnos a las razonables y módicas nuevas tarifas. 

 

15. Los incrementos en las tarifas son tan solo del 35.2% como máximo y no 

de 2400%, como señalan los alumnos, incremento que se encuentra en 



el margen promedio en comparación con otras Facultades, más aún 

considerando que ese incremento se dio después de diez años. 

 
 

16. La denuncia se ha efectuado sobre un acto de administración, sujeto a la 

organización interna de una universidad y no sobre un acto administrativo. 

 

II. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente.  

Los problemas jurídicos encontrados son: 

2.1. Incumplimiento del deber de información 

Partamos de la importancia que tiene como tal la información. Desde siempre 

hemos podido intercambiar información por una prestación ya sea económica o 

de cualquier otra índole. Por lo que, mientras el tipo de información que se posea, 

sea aprovechable para la otra parte, es una transacción bastante común y 

presente en la sociedad el intercambio de aquella. Lo podemos ver, muy 

notablemente, desde el campo laboral hasta el político, pasando por diferentes 

ámbitos. En nuestros días, somos capaces de corroborar lo que poseer cierta 

información en determinados contextos es capaz de lograr. Es tan vital tener 

información que podemos ser capaces de convertir la información en un bien y 

otorgarle un valor económico (Bullard González, 2000).  

Es importante señalar la relevancia del derecho a la información, tan es así, que 

está reconocido en nuestra Carta Magna, la que en su artículo 65 señala:  

     El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal 

efecto garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios 

que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo, vela, en 

particular, por la salud y la seguridad de la población. 

Y en el Código de protección y defensa del consumidor, en su artículo 1° inciso 

1.1. b), se estipula: 



     Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y 

fácilmente accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una 

elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para 

efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios. 

Visto lo anterior, podemos decir que por deber de información se entiende como 

el derecho fundamental que tiene un consumidor de que el proveedor 

proporcione de forma clara, suficiente y oportuna toda la información referida al 

producto o servicio que el primero desea adquirir. 

Conviene también repasar la mirada del jurista Espinoza Espinoza, que expone: 

     Este deber de informar, no ha quedado a la libre consideración por 

parte del proveedor de lo que pueda considerar información, sino que la 

legislación ha establecido parámetros a los cuales se condiciona para que 

toda información proporcionada al consumidor sea considerada como tal. 

En efecto, en este artículo se precisan las características que debe reunir 

la información que debe proporcionar el proveedor, sobre su producto o 

servicio, debiendo ser ésta veraz, suficiente y de fácil acceso al 

consumidor o usuario. (Espinoza Espinoza, 2004) 

En tal sentido, en el caso de la denuncia realizada por Alexis Allasi, se indica que 

la información que se otorgó en un inicio, al adquirir el servicio del Programa de 

Segunda especialidad tuvo una determinada información, que varió en el 

desarrollo de tal Programa y de la que no fueron avisados los alumnos, como 

consumidores de tal servicio de educación. 

De otro lado, la universidad sí considera que puso en conocimiento a su 

alumnado con las publicaciones que se realizaron de las resoluciones sobre las 

tarifas en controversia. 

 

2.2. Incumplimiento del deber de idoneidad 

La palabra “idoneidad” se originó en el latín “idoneitas” y en su variante “idóneo” 

del latín “idoneus”, significa “adecuado y apropiado para algo” (Real Academia 

Española, 2020). 



Siguiendo esta línea, en el Código de protección y defensa al consumidor, en su 

artículo 18°, señala: 

     Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un 

consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se 

le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las 

condiciones y circunstancias de la transacción, las características y 

naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros factores, 

atendiendo a las circunstancias del caso.  

La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto 

o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido 

puesto en el mercado.  

Las autorizaciones por parte de los organismos del Estado para la 

fabricación de un producto o la prestación de un servicio, en los casos que 

sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al 

consumidor. (Código de protección y defensa del consumidor - Ley Nº 

29571, 2010) 

De todo lo mencionado, podemos inferir que la idoneidad es el conjunto de 

características y atributos que tiene determinado bien o servicio, y por los cuales 

un consumidor se inclinó por elegir aquel bien o servicio y en tal virtud, el que 

cumpla con el objetivo y características, es responsabilidad del proveedor, en 

tanto el consumidor o la autoridad administrativa exponga algún defecto sobre el 

bien o servicio adquirido. 

En este punto cabe señalar, que en la denuncia se señala que existió un 

incremento de tarifas de los servicios no exclusivos que presta la universidad, 

como tal, los alumnos en su calidad de consumidores se vieron vulnerados, ya 

que el aumento en las tarifas que estableció la universidad, hizo que casi la mitad 

de los estudiantes del Programa de Segunda Especialidad de Educación no 

pudieran continuar. Más aún cuando estas tarifas se incrementaron en pleno 

curso de dicho Programa. Lo que, prácticamente, los conminada a ajustarse a 

las nuevas tarifas o retirarse del Programa, con la consecuente pérdida de lo 

invertido hasta el momento. 



Y es la oferta de la calidad educativa la que, también, se pone en tela de juicio 

en la denuncia, pues, los alumnos se muestran inconformes con la calidad del 

servicio que reciben (con suspensión de clases, salones inhabilitados) que 

perjudican la normal marcha de sus clases.  

Además, otro punto que se menciona es la falta de mejoras en la oferta educativa 

que se corresponda con el aumento de las tarifas impuestas, situación que los 

estudiantes señalan que la universidad manifestó y que hasta el momento no se 

había dado. 

Sin embargo, lo mencionado respecto a la mejora de la calidad educativa 

traducida en una mejora de infraestructura o plana docente no se encuentra 

respaldado por ninguno de los medios probatorios ofrecidos por los estudiantes. 

 

2.3. Falta de atención de reclamos 

Para poner en contexto cuál es el origen del escenario de los reclamos, podemos 

considerar lo que el jurista Ferrand Rubini señala: 

     El proveedor debe poner a disposición del consumidor la información 

mínima del producto o servicio para que éste se encuentre en capacidad 

de comparar las características en cada oferta y, finalmente, elegir. 

Puesto de otro modo, la relevancia de la información se determina por el 

hecho que su omisión hubiera cambiado la decisión del consumidor en su 

adquisición (Ferrand Rubini, 2004). 

Y es, precisamente, cuando falta ese deber de informar por parte del proveedor, 

que se presentan los reclamos.  

Debemos comprender que es una de las herramientas más significativas con las 

que cuentan los consumidores. Este mecanismo nos permite tener protección de 

nuestros derechos y la satisfacción de nuestras expectativas. Para ello bastará 

con que detectemos el defecto y que este no haya sido fruto de un mal uso por 

parte del consumidor, aun así, podría darse el caso de que se reconozca que 

pese al mal uso sea responsabilidad del proveedor en tanto no le haya informado 

adecuadamente al consumidor del correcto uso.  



De tal modo que, el proveedor deberá tener la precaución de resguardar su 

responsabilidad dotando al consumidor con toda la información disponible que 

asegure que, en caso de suscitarse un problema, quede exento de 

responsabilidad alguna.  

Punto especial de atención merece el tiempo que se le brinda al proveedor para 

atender un reclamo, este solo cuenta con treinta (30) días calendario para 

hacerlo.  

Y si bien existe una prórroga por treinta (30) días calendario más, se debe tener 

presente que dicha prórroga solo es admitida en casos complejos y 

comunicándolo, necesariamente, al consumidor y, ello, antes de que termine el 

primer plazo. Tal cual se señala en el artículo 24 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor. 

Con todo lo expuesto en mente, considerando los memoriales que escribieron 

en dos oportunidades los estudiantes, estos memoriales fueron dirigidos 

expresamente hacia las autoridades de la universidad. Y aunque es cierto que 

luego del primer memorial se tuvo una reunión, en la que dejaron en suspensión 

las tarifas nuevas, y que para el segundo memorial estaban trabajando sobre las 

medidas de reestructuración de tarifas, jamás se reflejó en una respuesta única 

y dirigida especialmente a los estudiantes que firmaron aquellos memoriales.  

 

2.4. Aplicación y graduación de una sanción 

Sobre la sanción, Esteban Carbonell O’Brien, nos propone el siguiente 

concepto: 

     En primer lugar, se denomina sanción a la consecuencia o efecto de 

una conducta que constituye infracción de una norma jurídica (ley o 

reglamento). Dependiendo del tipo de norma incumplida o violada, puede 

haber sanciones penales o penas; sanciones civiles y sanciones 

administrativas. (O’Brien, 2015) 

Respecto a este apartado corresponde analizar si la conducta del proveedor, en 

este caso la universidad, se enmarca dentro de los criterios que se toman en 

cuenta para poder aplicar una sanción. 



Para ello nos remitimos al artículo 110° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, que dice: 

     El Indecopi puede sancionar las infracciones administrativas a que se 

refiere el artículo 108 con amonestación y multas de hasta cuatrocientos 

cincuenta (450) Unidades Impositivas Tributarias (UIT), las cuales son 

calificadas de la siguiente manera:  

a. Infracciones leves, con una amonestación o con una multa de hasta 

cincuenta (50) UIT.  

b. Infracciones graves, con una multa de hasta ciento cincuenta (150) 

UIT.  

c. Infracciones muy graves, con una multa de hasta cuatrocientos 

cincuenta (450) UIT. 

Expuesto lo anterior, debemos saber que la facultad sancionadora del 

INDECOPI, también tendrá en cuenta la existencia de otros criterios con el 

propósito de evaluar la sanción, en caso corresponda esta. Por ejemplo, se tiene 

un tratamiento diferenciado para aquellos infractores que sean microempresas y 

pequeñas empresas, estableciendo que las multas no podrán sobrepasar el diez 

por ciento (10%) y el veinte por ciento (20%), respectivamente, del total de todas 

las actividades económicas pertenecientes al ejercicio inmediato anterior al de la 

expedición de la resolución de primera instancia en la que se dicte la sanción 

(Código de protección y defensa del consumidor - Ley Nº 29571, 2010). 

Pero, también, entra a tallar un criterio importante que es el de razonabilidad 

entre la conducta infractora y la sanción a imponer, para poder establecer una 

sanción que sea la necesaria y suficiente para desincentivar ese tipo de 

conducta. 

Es, entonces, que, la Comisión de Protección al Consumidor, juzga pertinente 

imponer una multa por cada uno de los reclamos que no tuvieron respuesta. Así, 

las sanciones se determinaron en una (1) UIT por cada reclamo; es decir, dos 

(2) UIT en total. Situación que no satisfizo las pretensiones de los alumnos y, 

una de las razones por las cuales apelarían luego ambas partes. 

 



 

III. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas y los problemas 

jurídicos identificados.  

3.1. En relación a la información  

3.1.1. Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N°2: 

En razón de ello, la Comisión declaró infundada la denuncia en ese extremo, ya 

que estimó que sí se había comunicado a los alumnos respecto a los cambios 

que sufrirían las tarifas. Esta información estuvo al alcance de los estudiantes, 

tanto en El Peruano, como a través de los medios informáticos de los que 

disponía la universidad. 

Es menester señalar mi acuerdo con dicho extremo de la sentencia, porque sí 

existieron medios para informar a los estudiantes, los cuales se constataron a 

través de la Resolución que disponía la publicación en El Peruano y la difusión 

a través de la página web de la institución educativa. Tal como lo exige nuestra 

Constitución, en el artículo 51: 

     La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las 

normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es 

esencial para la vigencia de toda norma del Estado. 

Asimismo, podemos tomar lo expresado en el Reglamento de la Ley que modifica 

el párrafo 38.3 del artículo 38 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General (Reglamento de la Ley que modifica el párrafo 38.3 del 

artículo 38 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 

2008), y establece la publicación de diversos dispositivos legales en el portal del 

Estado Peruano y en portales institucionales, en la que se señala: 

   3.2.- Conforme al artículo 2 de la Ley Nº 29091, las Entidades se 

encuentran obligadas a publicar en el Portal del Estado Peruano 

(www.peru.gob.pe) y en sus Portales Institucionales los siguientes 

documentos:  

a) Reglamento de Organización y Funciones - ROF  

b) Cuadro para Asignación de Personal - CAP  



c) Manual de Operaciones aplicable a los programas y proyectos que se 

encuentran adscritos a la Entidad.  

d) Clasificador de cargos (puestos y requisitos). 

e) Escala remunerativa de la Entidad incluyendo regímenes especiales.  

f) Disposiciones legales que aprueben directivas, lineamientos o 

reglamentos técnicos sobre procedimientos administrativos contenidos en 

el TUPA de la Entidad o relacionados con la aplicación de sanciones 

administrativas. No están comprendidos las directivas referidas a 

procedimientos internos de la Entidad. 

Como podemos apreciar, la universidad sí se ciñó a su responsabilidad de 

informar a los alumnos por los diferentes medios que pudo y debió hacerlo. 

Situación que, tras comprobarse, no fue apelada en el escrito presentado por los 

alumnos. 

 

3.2. En relación al deber de idoneidad 

3.2. 1. Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N°2: 

En esta resolución se decide declarar infundada la denuncia en este extremo, 

que se compone de dos apartados: 

a) Incremento de las tarifas de los servicios no exclusivos que presta la 

universidad. 

Aquí la Comisión evaluó que la universidad goza de autonomía para poder 

establecer sus tarifas. 

b) La no mejora de la calidad educativa y la infraestructura pese al aumento de 

tarifas.  

Para este tema, la Comisión consideró que no existía sustento probatorio que 

corrobore lo señalado por los alumnos respecto a las mejoras de la oferta 

educativa. 

 



3.2.2. Resolución emitida por el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la 

Propiedad Intelectual: 

Se compone de dos apartados, también: 

a) Incremento de las tarifas de los servicios no exclusivos que presta la 

universidad. 

El Tribunal decide revocar la resolución y reformándola la declara improcedente 

debido a que no está dentro de su competencia pronunciarse acerca de los 

costos que establece la universidad para sus diferentes servicios. 

En este apartado estoy de acuerdo con los expresado por el Tribunal y no con la 

Comisión, porque conforme lo señala la Ley Universitaria (Ley Universitaria - Ley 

30220, 2014), todas las universidades tienen autonomía tanto en lo normativo, 

en su gobierno, en lo académico, en lo administrativo y en lo económico. Por tal 

motivo, la autoridad en lo administrativo, INDECOPI, no puede ser competente, 

al menos, no en los montos, en los que una universidad fija sus servicios, así sea 

pública esta. 

b)  La no mejora de la calidad educativa y la infraestructura pese al aumento de 

tarifas. 

El tribunal resuelve confirmar la resolución en el extremo que declaró infundada 

la denuncia contra la universidad por no mejorar infraestructura o plana docente 

en compensación por el incremento en las tarifas. 

Concuerdo con los expresado por la Comisión y por el Tribunal, en tanto, a pesar 

de lo manifestado por los alumnos, en ninguna de las pruebas se da cuenta de 

que efectivamente haya un compromiso por brindar ciertas mejoras que vayan 

en relación al aumento de las tarifas. Ante ello debemos tener en cuenta que, si 

bien se exige que un producto o servicio sea idóneo, no es exigencia alcanzar 

un nivel de calidad fijado a gusto del consumidor mientras no se haya pactado 

ello. Pese a que cualquier proveedor diligente hará sus mejores esfuerzos para 

que su producto sea más atractivo y así hacerse más competitivo en el mercado, 

lo cierto es que no está forzado a llegar a un nivel con determinadas 

características que, en este caso, precisamente, por lo expresado por los 



alumnos, se encontraba dentro de un grado de satisfacción indeterminado y 

sobre lo que no hubo constancia de forma fehaciente. 

Y si bien, en la Ley universitaria se recoge el incentivo a la calidad educativa, en 

su artículo 30° (Ley Universitaria - Ley 30220, 2014), este no está relacionado 

con el manejo económico que haga a universidad. 

 

3.3. En relación a la atención de los reclamos 

3.3. 1. Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N°2: 

Declara fundada la denuncia en este extremo, pues, los estudiantes se dirigieron 

a las autoridades de la universidad de forma directa, hasta en dos oportunidades, 

haciendo una solicitud expresa sobre las nuevas tarifas y la universidad si bien 

publicó su nuevo tarifario, aceptó una reunión y una reorganización de las tarifas, 

jamás dejó constancia expresa de una respuesta especialmente dirigida a los 

alumnos. 

3.3.2. Resolución emitida por el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la 

Propiedad Intelectual: 

En ese mismo sentido se expresa el Tribunal que confirma la resolución en ese 

extremo, teniendo como base lo anteriormente expresado por la Comisión ya 

que no logra verificar que las resoluciones sirvan como respuesta directa a las 

solicitudes de los alumnos. 

En este aspecto, me manifiesto en concordancia con ambas instancias, ya que, 

si bien la universidad tuvo la intención de dar un espacio para reunión con los 

alumnos y dialogar para llegar a un entendimiento, también es verdad que 

durante varias semanas la situación final sobre cómo quedarían esas tarifas 

estuvo sin definirse, pese a esa reunión. Peor aún respecto a la segunda 

comunicación por parte de los estudiantes no se obtuvo ninguna respuesta, pese 

a que el derecho a reclamar es uno de los derechos intrínsecos en toda 

transacción entre proveedor y consumidor. De tal modo que para el año 2011 el 

INDECOPI ya disponía la existencia de un libro de reclamaciones, el que adopta 

en su artículo 6° (Decreto Supremo que aprueba el Reglamento del Libro de 

Reclamaciones del Código de Protección y Defensa del Consumidor - Decreto 



Supremo Nº 011-2011-PCM, 2011), los plazos ya establecidos en el Código de 

protección y defensa del consumidor. 

 

3.4. En relación a la aplicación y graduación de una sanción 

3.4. 1. Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N°2: 

La comisión decidió sancionar a la universidad con una (1) UIT por la falta de 

respuesta al reclamo de fecha 20 de octubre de 2013 y con una (1) IUT por la 

misma razón, en virtud de reclamo de fecha 01 de diciembre del mismo año. 

3.4.2. Resolución emitida por el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la 

Propiedad Intelectual: 

En este extremo, el Tribunal, revocó la resolución, en el extremo de la sanción a 

la universidad con dos (2) UIT y la reformó, sancionándola con una muta total de 

una (1) UIT, distribuida en (0,5) UIT por cada uno de los reclamos no atendidos. 

En este extremo cabe expresar mi acuerdo con la decisión del Tribunal, debido 

a que la conducta infractora se estaba presentando por primera vez, además en 

nuestro ordenamiento se dan una serie de parámetros para definir una sanción, 

en pos de ello podemos, también, invocar a la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, que en su artículo 230°, nos señala lo siguiente: 

3. Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la 

conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que 

cumplir las normas infringidas o asumir la sanción; así como que la 

determinación de la sanción considere criterios como la existencia o no de 

intencionalidad, el perjuicio causado, las circunstancias de la comisión de 

la infracción y la repetición en la comisión de infracción. (Ley del 

Procedimiento Administrativo General - LEY Nº 27444 , 2001) 

Y es por ello, que si una sanción tiene como elemento la disuasión de la conducta 

infractora no debemos perder de vista que también guarde proporción con el 

actuar del proveedor. 

 



IV. Conclusiones  

4.1. Considerando que la información es el pilar de los derechos del consumidor, 

debemos tener presente que esa información se nos debe brindar en forma 

oportuna, suficiente y necesaria. Tal cual el caso que nos ocupa, si bien los 

alumnos reclamaron que la universidad no les informó al respecto, es necesario 

apreciar que la universidad hizo uso tanto de los medios virtuales que posee, así 

como la publicación en el periódico oficial El Peruano para poder informar a los 

estudiantes de las nuevas tarifas que se establecieron. Tal y como lo probó la 

universidad mediante sus Resoluciones. 

 

4.2. Para definir que algo es idóneo para un consumidor, se debe considerar las 

características que ese bien o servicio posee, ello se consigue con la información 

que el proveedor pueda brindar de forma clara al consumidor.  

Aunque somos una sociedad con diferente preponderancia respecto a la calidad, 

costo y durabilidad de un bien o servicio, es necesario tener presente que el 

reclamo es un mecanismo que tenemos a mano para hacer cumplir nuestros 

derechos como consumidor y sobre todo que la oferta del proveedor siempre se 

ajuste a lo ofrecido, sabiendo que en caso de no hacerlo puede terminar con una 

sanción que se traduzca en una merma en su economía. Ello es algo que el 

Tribunal tuvo en consideración, ya que en este extremo sí declaró fundada la 

denuncia interpuesta por Alexis Allasi en representación de los estudiantes de la 

Universidad Nacional Federico Villarreal. Pues, aunque la universidad haya 

cumplido con publicar, a través de las Resoluciones, sus decisiones respecto a 

los nuevos montos de las tarifas, jamás se dirigió directamente a los alumnos por 

cada uno de los memoriales que estos enviaron a la universidad. 

Si bien es entendido que es menester imponer una sanción a una conducta que 

trasgreda el Código de protección y defensa al consumidor debemos entender 

que al someternos a un proceso así nosotros podemos tener una pretensión, 

pero esa pretensión queda al margen de lo que definirá en última instancia 

finalmente el tribunal, decisión en la cual ninguna de las partes tiene mayor 

injerencia. Cada una de las partes mostrará sus medios probatorios pero no tiene 



decisión directa sobre lo que decida la Comisión o el Tribunal imponer en la 

sanción si así lo justa necesario. 

También consideremos la importancia de la atención dentro de los plazos 

determinamos, la tención fuera de lo que estipula la ley es causal de sanción. 

Por lo que todo proveedor debe contar con os mecanismos idóneos para poder 

atender comentarios, reclamos y quejas de sus consumidores, pues solo la 

complejidad de una controversia podría permitir la extensión del plazo inicial de 

30 días calendarios (en otros 30 días más) para poder absolver el reclamo de un 

consumidor. 

Es vital tener presente que la prueba de lo que se dice debe existir, ya que como 

vemos dentro de los argumentos que exponen en diferentes ocasiones los 

alumnos señalan que la universidad sustentó que el incremento de tarifas fue 

porque se invertiría en la mejora de la infraestructura de la universidad. Promesa 

que no se materializó, pues, pese a que así lo hayan dicho durante la audiencia 

de conciliación, jamás se dejó constancia de ello.  

Si bien la denuncia se dio cuando antes de la entrada en vigencia de la Ley 

Universitaria 30220, incluso en aquel entonces se reconocía la autonomía de las 

universidades tanto en lo económico, administrativo y académico. Cuando pasó 

a la ley 30220, sí podemos identificar lo que los estudiantes señalaban sobre la 

mejora de la infraestructura, pero esta está considerada para la universidad 

privada respecto a sus utilidades ya que esta sí tiene la obligación de reinvertir 

en ello, situación que difiere de la universidad pública. 

Consideremos además que como universidad pública no tiene la misma 

obligación que la universidad privada de reinvertir sus utilidades en el 

mejoramiento de infraestructura y en ambos casos las universidades tienen 

autonomía para dirigirse tanto en lo académico, administrativo, financiero, etc. 

 

 

 

 



V. Bibliografía 

Bullard González, A. (2000). La Asimetría de Información en la contratación a propósito del 

dolo omisivo. Palestra Editores. 

Código de protección y defensa del consumidor - Ley Nº 29571. (2010). Diario Oficial El 

Peruano. Lima, Perú. 

Constitución Política del Perú. (1993). Diario Oficinal El Peruano. Perú: Editora Perú. 

Espinoza Espinoza, J. (2004). Ley de Protección al Consumidor. Comentarios, Precedentes 

Jurisprudenciales y Normas Complementarias. Editorial Rodhas. 

Ferrand Rubini, E. (2004). Los derechos de los consumidores. En “Ley de Protección al 

Consumidor”. Comentarios, Precedentes Jurisprudenciales y Normas Complementarias. 

Editorial Rodhas. 

Ley Universitaria - Ley 30220. (2014). Diario Oficial El Peruano. Lima, Perú: Editora Perú. 

O’Brien, E. C. (2015). Análisis al Código de protección y defensa del consumidor. Jurista 

Editores. 

Real Academia Española. (16 de Junio de 2020). https://dle.rae.es. Obtenido de 

https://dle.rae.es/idóneo 

Reglamento de la Ley que modifica el párrafo 38.3 del artículo 38 de la Ley Nº 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General. (2008). Decreto Supremo 004-2008-PCM. Perú. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXOS 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DENUNCIA 





































































































































































































 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONTESTACIÓN 



































































 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ACTA DE CONCILIACIÓN 





 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

RESOLUCIÓN  

COMISIÓN 





























 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

RESOLUCIÓN  

SALA 
































